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1. La mirada de Cáritas a la realidad de pobreza en España durante la crisis COVID-19
El sábado 14 de marzo, se decretó el estado de alarma en España. Esta situación ha generado un importantísimo impacto en la forma concreta en la que Cáritas desempeña su labor con las personas más vulnerables. Las medidas de ralentización de la actividad económica y de confinamiento de la población han tenido un notable impacto sobre la vida diaria y sobre la actividad laboral y empresarial. 
En este contexto, Cáritas Española, en su ánimo de servir a las familias y colectivos más desfavorecidos y en mayor situación de vulnerabilidad, llevado a cabo una investigación sobre el primer impacto que la crisis de la Covid-19 estaba teniendo en las condiciones de vida de las familias a las que acompañamos. Esta investigación se ha basado en una encuesta amplia a 600 participantes de Cáritas. Una muestra estratificada por Comunidad Autónoma (17), nacionalidad del informante y programa de Cáritas en el que han sido atendidos en el último año (febrero 2019 a febrero 2020). Los datos han sido recogidos entre el 4 y el 11 de mayo 2020. 

Esta nueva publicación, el “Observatorio de la Realidad Social de Cáritas”, es una nueva herramienta de recogida de datos y análisis, bajo la cual seguiremos analizando cómo se ven afectadas las condiciones de vida de las personas acompañadas por Cáritas durante “la crisis de la COVID19”. Se trata de una herramienta ágil y flexible de análisis de las personas atendidas por Cáritas, mientras que la Encuesta Sobre Integración y Necesidades Sociales de la Fundación FOESSA (descrita en el Informe presentado ante esta Relatoría el pasado año
) es una fuente de información exhaustiva sobre la exclusión y el desarrollo social de nuestro país. 
El presente estudio nos ofrece una radiografía rigurosa de lo que están sufriendo éstas familias; principalmente cuestiones referentes a situación económica, empleo, vivienda, convivencia y cuidados y Salud, educación y brecha digital, redes de apoyo y solidaridad y expectativas ante el futuro, muchas de éstas fueron las dimensiones que más les afectaban según la EINSFOESSA 2018. A continuación, presentamos los principales resultados sobre Vivienda, Empleo e Ingresos Mínimos/Protección Social recogidos en la publicación La crisis de la Covid-19. El primer impacto en las familias acompañadas por Cáritas
2.  Priorizar a los vulnerables en la reconstrucción social y económica tras el covid-19.
A finales del mes de mayo de 2020 la COVID-19 había causado la muerte de más de 345.000 personas en el mundo, más de 28.000 en España, y había provocado la movilización de un extraordinario dispositivo asistencial. Las conclusiones arrojadas por esta encuesta son contundentes y dan cuenta de cómo una crisis, en un inicio de naturaleza eminentemente sanitaria, se ha convertido en solo unas semanas en una crisis de hondo calado social.

Una certeza, una vez más la crisis no ha sido igual para todos, los más frágiles han visto como más rápidamente y más intensamente sus condiciones de vida empeoraban, y en la mayoría de los casos se hundían al perder el empleo que realizaban, y los exiguos ingresos que tenían. Y puesto que han sido los más vulnerables los que más han sufrido el impacto de esta crisis, las labores de reconstrucción deben priorizar a este grupo humano entre las propuestas que se realicen.
En síntesis, esta crisis ha agravado la delicada situación de vivienda que ya existía y nos sitúa más cerca de una posible emergencia habitacional, con más de 700.000 personas acompañadas por Cáritas que residen en hogares que no disponen de dinero para pagar la vivienda ni los suministros.
La paralización de una parte importante de la economía ha provocado una rápida subida del desempleo, que en el conjunto de la sociedad española ha supuesto un incremento del 2,5% (datos SEPE) entre el mes de febrero y abril, y que en la población acompañada por Cáritas ha sufrido un incremento del paro del 20%. Por tanto, el incremento del desempleo para las familias más vulnerables ha sido ocho veces superior al incremento medio, y ha situado la tasa de paro en el 73%.
El impacto en los ingresos de los hogares ha sido de tal envergadura, que ha provocado que tres de cada diez hogares no dispongan ahora mismo de ningún ingreso, aproximadamente 450.000 personas que residen en hogares acompañados por Cáritas no ingresan ni un solo euro en estos momentos, representado un incremento del 136%. En consecuencia, la pobreza severa (menos de 370€ para una persona y menos de 776€ para dos adultos y dos menores de edad) se ha incrementado un 30% y alcanza en estos momentos a 1 millón de personas entre las familias que Cáritas está acompañando.
Ante ello, la implementación del Ingreso Mínimo Vital, aprobada durante la crisis COVID-19, supone su configuración como derecho subjetivo para quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad económica. Como prestación no contributiva de la Seguridad Social supone también un paso muy relevante en la garantía de los derechos y en la protección de las personas que están en situación de mayor vulnerabilidad. Cumplirá, además, una función de factor de estabilizador automático en las épocas de crisis, al generar una base mínima de protección para las personas que carezcan de ingresos, que se reducirá en momentos de bonanza cuando el empleo pueda recuperarse. Al configurarse como un derecho, el ingreso mínimo vital contempla algo que era demandado por el sector social y por el Comité Europeo de Derechos Sociales, como es el que el tiempo de duración de la prestación vaya ligado a la situación de necesidad y que permanezca mientras esta situación no cambie. En los próximos meses podremos valorar si se cumplen todos estos objetivos según sea la implementación de la medida (administrativamente) y la complementariedad con las que ya existen en las CCAA. Además de ir constatando la realidad y situación de los colectivos que se han quedado fuera del acceso a este derecho.
3. Impacto de la crisis de la COVID-19 en el derecho humano a la vivienda adecuada en la sociedad expulsada:
Aumenta el riesgo de desahucio: más de la mitad de los hogares no pueden pagar la hipoteca o el alquiler. 

Desde el inicio de la crisis y del periodo de confinamiento, el espacio donde residimos ha adquirido una importancia vital y nos ha recordado hasta qué punto la vivienda compone el espacio básico de seguridad para cualquier familia. Un 66% de los hogares acompañamos por Cáritas, vive en régimen de alquiler (de los cuales un 14% en una habitación alquilada en piso compartido), mientras que un 16,8% lo hace en una vivienda de su propiedad (aunque casi la mitad tiene una hipoteca pendiente). 
Este es un indicador de la fragilidad de los hogares ya que, según el Instituto Nacional de Estadística a 1 de enero de 2019, para el conjunto del país el alquiler supone poco más del 17% del total de hogares; constatando por tanto que la población más vulnerable tiene casi 4 veces más probabilidad de vivir en alquiler que la población general. Otro 12,4% de los hogares reside en una casa cedida (por la administración, ONG o un/a amigo/a), mientras que el 4,6% restante está en otras situaciones de vivienda (el 1,3% ocupa por necesidad). 
En resumen, esta crisis ha venido a agravar la delicada situación que ya existía y nos sitúa más cerca de una posible emergencia habitacional. Ha provocado que un 49,2% de los hogares no puedan hacer frente a los pagos de hipoteca o alquiler; es decir que más de 700.000 personas acompañadas por Cáritas, residen en hogares que no disponen de dinero para pagar la vivienda ni los suministros. 

En este sentido, un 19,5% de los hogares se han visto obligados (o se lo plantean como opción futura) a mudarse a una vivienda más barata. Una realidad menos frecuente, pero que sufre un elevado 13,2% de los hogares, es la amenaza de expulsión de la vivienda. 
Así, una de cada cuatro familias (24%) atendidas por Cáritas puede verse obligada a tener que abandonar su vivienda, ya sea por desahucio o por tener que buscar una vivienda con costes aún más reducidos.

Dificultades económicas relacionadas con la vivienda provocadas por la crisis COVID-19

	Dificultades en la vivienda
	% de respuestas

	No disponer de dinero suficiente para pagar gastos de suministros (facturas de luz, agua, gas, internet)
	51,2%

	No disponer de dinero suficiente para pagar gastos de vivienda o alojamiento (hipoteca, alquiler)
	49,2%

	Vernos obligados a mudarnos a una vivienda más barata (o plantearlo como posibilidad futura)
	19,5%

	Sufrir algún tipo de amenaza de expulsión de su vivienda (inmediata o no)
	13,2%


Fuente: Elaboración propia Equipo de Estudios Cáritas a partir datos ORS 2020

La nota positiva la encontramos en el comportamiento solidario de muchos de los arrendadores; así, el 38,1% de las familias han podido aplazar algún pago y el 8% han logrado con éxito negociar a la baja el precio del alquiler. No obstante, estas notas positivas se ven empañadas por intentos de abusos de poder por parte de los arrendadores que han sufrido las familias (5,3%).
	Legislación y recomendaciones Políticas Públicas durante crisis COVID-19


	Acceso a Derecho Humano Vivienda:

Legislación estatal: 

· Medidas urgentes en materia de hipotecas para situaciones de vulnerabilidad causadas durante COVID-19:  MORATORIA pago: Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3824 Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4208 

· Medidas urgentes en materia de alquiler para situaciones de vulnerabilidad causadas durante COVID-19: MORATORIA, SUSPENSIÓN, CONDONACIÓN pago: Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4208 Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4554 Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas transitorias de financiación establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4759 Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de arrendamiento COVID-19 https://www.mitma.gob.es/ministerio/covid-19/medidas/lun-04052020-0817  
· Medida urgente en materia de alquiler (universal): PRÓRROGA OBLIGATORIA DEL CONTRATO DE ALQUILER. Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4208  

· SUSPENSIÓN de desahucios en situaciones de vulnerabilidad causadas por COVID-19:  Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4208 
· Coordinación Ministerio de Defensa y Ministerio de DDSS y Agenda 2030 en situaciones de sin hogar y asentamientos:
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-3781 

· Instrucciones para personas en situación de calle:

https://www.imserso.es/InterPresent1/groups/imserso/documents/binario/rec_gestores_sinhogar_covid-19.pdf 
· Instrucciones para barrios vulnerables y asentamientos:

https://www.imserso.es/InterPresent1/groups/imserso/documents/binario/rec_gestores_abvul_covid-19.pdf 

Plan Estatal Vivienda:

· Orden TMA/336/2020, de 9 de abril, por la que se incorpora, sustituye y modifican sendos programas de ayuda del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 10, 11 y 12 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4412 (pendiente implementación por Comunidades Autónomas)
Legislación autonómica: 

· Ayudas al alquiler vivienda habitual en situaciones de vulnerabilidad sobrevenidas durante COVID-19: Aragón, Principado de Asturias, Canarias, Cantabria, Castilla La Mancha, Castilla-León, Extremadura, Cataluña, Galicia, La Rioja, Madrid, Murcia, País Vasco, Valencia,       
Compendio de normativa:

https://boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=361_COVID-19_Arrendamiento_de_vivienda_y_locales_comerciales&modo=2 
· Ayudas alojamiento en situaciones de vulnerabilidad, sin hogar, desahucio y violencia de género (antes, durante, post COVID-19): Cantabria, Galicia y Valencia
· Ayudas asentamientos rurales y urbanos (infravivienda): Andalucía (Ayuntamientos de Almería y Huelva) https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/516/1 
Derecho a la Energía como parte del contenido del Derecho Humano a la Vivienda:
· Medida urgente en materia de suministros (acceso universal): SUSPENSIÓN CORTES agua, luz, gas e internet durante Estado de Alarma Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4208    



A nivel gubernamental, destacamos que las medidas de emergencia implementadas en vivienda, exceptuando dos universales (prórroga automática de los contratos de alquiler y prohibición de corte de suministros) y una parcial (suspensión de desahucios de alquiler acreditando situación de vulnerabilidad económica estructural o sobrevenida por la pandemia); el resto, ha exigido sí o sí (además de otras circunstancias económicas y sociales) acreditar situación sobrevenida durante dicha crisis COVID-19. Dejando por tanto fuera de dichas medidas (ayudas alquiler habitual, avales bancarios, condonación/moratoria hipotecas y alquileres habituales etc.) a toda la población en situación estructural de exclusión y vulnerabilidad social.

Como acción positiva, respecto a las personas sin hogar en situación de calle destacamos dos:
· La política gubernamental de no criminalización de la pobreza desde el inicio de la pandemia, incluso con un acuerdo de acompañamiento de estas situaciones de calle entre los Ministerios de Defensa y Derechos Sociales y Agenda 2030 (referencia en cuadro anterior).

· La constatación en nuestra red confederal de acompañamiento de esta realidad (el número total de personas sin hogar atendidas por Cáritas durante el año 2019 se estima entre 35 y 38.000 personas, 5.000 plazas en recursos y proyectos de 48 CCDD que han participado en una encuesta interna
) de la implementación durante estos meses de 1.300 nuevas plazas gestionadas por nuestra entidad:
· concentradas principalmente en albergues, residencias o centros de acogida, centros de día, polideportivos, y seminarios. 
· con titularidad pública del 71% y el 29% restante propia.
	Propuestas políticas de Cáritas Española:


	Derecho Humano a una vivienda adecuada: 
De forma estructural, dada la situación previa al estado de alarma de grave dificultad en el acceso al derecho humano a una vivienda digna y adecuada y siguiendo las recomendaciones en políticas públicas recibidas por espacios regionales e internacionales de DD.HH., además de los compromisos adquiridos con la Nueva Agenda Urbana y la Agenda 2030: 

· Es urgente la anunciada ley estatal de garantía de acceso a la vivienda (donde se incluyan todas las situaciones de exclusión residencial/sinhogarismo) dentro de una estrategia más amplia de políticas públicas basadas en el derecho humano a la vivienda.

· Es necesario incrementar el esfuerzo realizado por la Administración pública en materia de rehabilitación y mantenimiento del parque de viviendas, renovación de zonas degradadas, control de situaciones anómalas en su uso, y promoción de vivienda en alquiler social de forma preferencial. 
Con la garantía de reserva de suelo público que impida la situación actual de casi inexistencia de vivienda pública disponible para personas y familias en situación de calle, institucionalizadas o sufriendo tener que vivir en viviendas inadecuadas y/o inseguras. 

· Siguiendo la recomendación de la Agenda Urbana Española: Diversificar los programas de vivienda pública y proveer una cantidad significativa de la sometida a algún régimen de protección pública, con acceso fundamentalmente a través del alquiler, que sea adecuada a la renta de todos los grupos sociales. Se trata, en suma, de ajustar la oferta de viviendas a las diferentes necesidades de habitación de la sociedad y de asignar los recursos que sean precisos para proveer la habitabilidad, desde los tres niveles de la Administración Pública.

· Definir e implementar una estrategia específica de lucha contra la exclusión residencial/sinhogarismo, basada en un enfoque de derecho humano a la vivienda con dotación presupuestaria adecuada y apoyado en la coparticipación de los distintos niveles administrativos. Potenciando la colaboración entre sectores diversos de la Administración pública (salud, vivienda, protección social…) y ámbitos (local, territorial y estatal) con implicación activa de las entidades sociales, para la consecución de los objetivos fijados.

· Continuar con la medida extraordinaria de paralización de desahucios y desalojos sin alojamiento alternativo en vivienda habitual en alquiler.

· Reformar la Ley de Enjuiciamiento Civil incluyendo la suspensión de cualquier procedimiento de ejecución sin alojamiento alternativo, junto con, siguiendo las recomendaciones dadas a España por el Comité DESC, la coordinación y seguimiento de los Servicios Sociales Municipales en dichos procesos.

· Urgente y de forma prioritaria, inclusión en la tramitación parlamentaria del proyecto de ley para el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la COVID-19 de diferentes enmiendas, entre otras la modificación del apartado nº 1 del artículo 5 Condiciones de vulnerabilidad a efectos de obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, exigiendo estar en una de las tres condiciones establecidas como definitorias de la situación de vulnerabilidad sobrevenida y la modificación del artículo 1.1 suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin alternativa habitacional.
· Asentamientos rurales y urbanos: en los casos en los que, durante estos meses de estado de alarma, se ha procurado puntos de agua potable, mantenerlos. En los casos en los que no hay acceso a este derecho humano, procurarlo a la mayor brevedad por parte de las Administraciones Públicas correspondientes.
Derecho a la Energía como parte del contenido del Derecho Humano a la Vivienda: 
· sostenimiento de la medida de prohibición de cortes de suministros (electricidad, agua, gas, internet) contenida en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 o, en su caso, establecimiento de mecanismos y medidas encaminadas al fraccionamiento o a la condonación total de las deudas generadas por el consumo de suministros básicos atendiendo a la situación de vulnerabilidad real de las familias afectadas.



4. Impacto de la crisis del COVID-19 en el empleo como mecanismo de inclusión en la sociedad expulsada

La tasa de paro en los hogares atendidos por Cáritas ha aumentado 20 puntos porcentuales, multiplicando por 8 el incremento de la tasa de paro general.
El desempleo afecta a un 73,1% de los miembros del hogar en condiciones de trabajar.

Los ingresos procedentes del empleo formal caen un 44,6% y los del empleo informal un 70,8%.

La extrema ralentización de la economía ha supuesto una notable pérdida de empleos, formales o informales, en el seno de los hogares atendidos por Cáritas. En el caso de los trabajadores por cuenta ajena y autónomos la destrucción de empleo alcanza a un 11,6% de los que estaban trabajando a 1 de marzo, mientras que para aquellos que lo hacían en la economía informal la pérdida de empleo es de un 8,2%.
Si bien es cierto que las medidas decretadas por el Estado de Alarma han provocado una rápida pérdida de empleo en el conjunto de la sociedad española, los datos comparativos del conjunto de la población con los de las familias atendidas por Cáritas son elocuentes. 
Mientras que para el conjunto de la población entre febrero y abril el incremento de la tasa de paro ha sido de 2,5 puntos porcentuales, entre las familias atendidas por Cáritas ha sido de 20 puntos porcentuales. 
Situación laboral de la población activa antes y después de la crisis COVID-19
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Fuente: Elaboración propia Equipo de Estudios Cáritas a partir datos ORS 2020
Se trata de hogares con serias dificultades de acceso al mercado laboral formal e informal. De hecho, el 1 de marzo el 53,3% de las personas que estaban en condiciones de trabajar se encontraban desempleadas. El impacto de la COVID-19 eleva este porcentaje a un 73,1% en la actualidad, un crecimiento notable que pone en serias dificultades económicas a un gran número de hogares.

	Legislación durante crisis COVID-19

	Empleo del hogar:

· Subsidio extraordinario para EEHH que se  ha aprobado en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo con entrada en vigor el 2 de abril https://boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4208.pdf
· El procedimiento que ha establecido el SEPE para solicitar el subsidio extraordinario para EEHH que aprobó el RD-Ley 11/2020, de 31 de marzo https://boe.es/boe/dias/2020/04/01/pdfs/BOE-A-2020-4208.pdf)  
Acceso al mercado laboral de las personas migrantes:

Legislación Estatal:

· Suspensión de la contratación en el exterior en el sector agrario: http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/INSTRUCCION_2-2020_SUSPENSION_ORDEN_GECCO.pdf 
· Real Decreto Ley 13/2020 de 7 abril empleo agrario: congela la contratación de mano de obra proveniente de fuera y permite la contratación en ese sector de primera necesidad. Posibilita acceso al empleo agrario a jóvenes extranjeros entre 18 y 23 años https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/08/pdfs/BOE-A-2020-4332.pdf
· Instrucción 3/2020 de la dirección general de migraciones sobre la prórroga de los trabajadores migrantes cuyo permiso de trabajo concluya en el periodo comprendido entre la entrada en vigor del real decreto 463/2020, de 14 de marzo y el 30 de junio de 2020 en virtud del artículo 2.1 c) real decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario.

http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/Instrucciones_prorroga_sector_agrario.pdf
· Orden SND/232/2020, de 15 de Marzo, por la que se adoptan medidas en materia de recursos humanos y medios para la gestión de crisis sanitarias ocasionadas por Covid 19.  Se canaliza el acceso de determinados profesionales extranjeros de ámbito sanitario CON poco impacto real.  https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/15/pdfs/BOE-A-2020-3700.pdf
En lo que respecta a evitar la irregularidad sobrevenida de las personas extranjeras: 

· Orden SND/421/2020, de 18 de mayo, por la que se adoptan medidas relativas a la prórroga de las autorizaciones de estancia y residencia y/o trabajo y a otras situaciones de los extranjeros en España, en aplicación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

https://www.boe.es/boe/dias/2020/05/20/pdfs/BOE-A-2020-5141.pdf
· Instrucciones Dirección General de Migraciones (DGM) 4/2020 sobre la flexibilización del requisito de medios suficientes en la tramitación de autorizaciones de residencia por reagrupación familiar http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/INSTRUCCION_reagrupacion_familiar.pdf
· Instrucciones DGM 5/2020 sobre la renovación de las autorizaciones de residencia y/o trabajo en el contexto del Covid 19.
http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/instruccion_renovaciones.pdf
· Instrucciones DGM 6/2020 sobre los procedimientos iniciados relativos a arraigos sociales en el contexto del Covid 19.
http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/INSTRUCCION_iniciales.pdf
Protección Internacional: 
· Respuesta a preguntas frecuentes sobre la situación del sistema de protección internacional durante el periodo de estado de alarma. Información a 16 Marzo, actualizada a 8 de Junio. http://www.interior.gob.es/documents/642012/10032091/FAQ_OAR_Covid19_08062020.pdf/70c38406-c863-4497-a49b-1cd9071f894c 
· Medidas relativas a la prórroga de vigencia de determinados documentos expedidos por las Unidades de Extranjería y Fronteras, con ocasión del estado de alarma declarado por la emergencia sanitaria COVID-19 https://www.policia.es/documentacion/prorroga_vigencia_determinados_documentos_covid-19.pdf 



	Propuestas políticas de Cáritas Española:

	Sector de empleo de hogar: 
· La vulneración de derechos en el sector del empleo de hogar , se ha agravado en la situación actual, por ello entendemos que, si bien el subsidio extraordinario que se ha articulado para el empleo de hogar durante el estado de alarma ha sido una medida positiva y necesaria, no es suficiente y resulta imprescindible dar un paso más y propiciar un cambio legislativo que garantice el reconocimiento pleno de sus derechos laborales, así como el reconocimiento pleno a una protección social completa, lo cual pasa por la articulación legal de la prestación por desempleo para este sector. 

· Un segundo elemento que esta emergencia ha puesto de manifiesto es la dificultad de garantizar los derechos laborales de las personas del sector de cuidados y empleo de hogar, sin un sistema público que sostenga los cuidados. Por ello, es necesario articular un sistema de cuidados universal, público y de calidad en el que tanto las personas necesitadas de cuidados como las personas cuidadoras tengan garantizados sus derechos. 

Para el acceso al mercado laboral de las personas migrantes:
· Es necesario flexibilizar las condiciones y criterios de renovación, modificación y prórroga de las autorizaciones de residencia y/o trabajo de la vigente legislación de extranjería para evitar la irregularidad sobrevenida, sin hacerlos depender necesariamente de un contrato de trabajo. Especialmente en colectivos especialmente vulnerables como los jóvenes ex tutelados, mujeres víctimas de violencia, víctimas de trata etc.

· Es necesario abordar la necesidad de una regularización extraordinaria para incorporar a las personas migrantes que están en situación irregular a la sociedad española, en la que viven, trabajan y aportan. 



5. Impacto de la crisis del COVID en la protección social.
Se ha incrementado un 42% los hogares sin ingresos. Después de la COVID-19 casi llega al 30%.
Los ingresos de los hogares han caído un 33% de media.

Aumentan los hogares que se sitúan por debajo del umbral de la pobreza, pasando del 87% al 94%. También crece notablemente la pobreza severa, situándose en el 68% (partía del 52%)

La crisis del Covid-19 nos deja unos hogares más frágiles: más de la mitad no pueden hacer frente a los gastos básicos.

La brusca ralentización de la economía que está suponiendo la crisis originada por la COVID-19, junto con la constricción del empleo formal o informal, se refleja en los ingresos de los hogares. Tratándose de hogares con unos ingresos ya de por sí bajos, esta reducción aboca, como veremos más adelante, a un gran número de familias a situaciones de pobreza.
Una de las situaciones más preocupantes que nos está dejando esta crisis es la de las familias sin ingresos, que suponían el 12,2% de los hogares atendidos por Cáritas en el mes de febrero pero que a principio de mayo se eleva a un 28,8%. Este aumento de más de 16 puntos porcentuales supone un crecimiento del 136% de los hogares sin ingresos. Se trata de aproximadamente 450.000 personas que residen en hogares que no han conseguido ingresos fruto del trabajo, pero que tampoco están recibiendo ayudas por parte de la Administración.
Es sin duda un segmento de hogares al que debemos prestar atención y que nos puede estar anunciando lo que está por venir en caso de que la crisis de la COVID-19 se prolongue. Si no se toman medidas oportunas, esta situación, por un lado, intensificaría las dificultades de las familias que se han quedado sin ingresos y, por otro, expandiría esta situación a nuevos hogares.
Los recursos económicos de los hogares que proceden del empleo formal se han reducido casi a la mitad (44,6%). Sin embargo, el descenso es aún mayor en los ingresos procedentes del empleo informal que se reducen más de un 70%. Y conviene aquí recordar que la reducción de los ingresos del empleo informal es especialmente preocupante, ya que no existe una prestación o subsidio de desempleo que permita amortiguar esta situación. 

En el otro extremo se encuentran los ingresos procedentes de prestaciones o subsidios por desempleo que se han incrementado un 25%, lo que vuelve a ser indicativo de la destrucción de puestos de trabajo que se ha producido en los meses de marzo y abril. 

Por último, observamos también un ligero incremento del 2,6% en el volumen de ingresos percibidos en concepto de rentas mínimas o garantías de ingresos (procedentes de las diferentes comunidades autónomas). Unas ayudas que, tanto por el incremento de hogares que no obtienen ningún tipo de ingreso, como por lo escaso de su incremento, solo un 2,6% frente a las reducciones de ingresos por empleo, indican que estos mecanismos no han funcionado como ágiles correctores que hayan podido dar respuesta a las necesidades de las familias.
Evolución de las distintas fuentes de ingresos entre febrero y abril, en el total de hogares

	Procedencia ingresos
	Variación porcentual

	Empleo formal 
	-44,6%

	Empleo informal
	-70,8%

	Prestación o subsidio por desempleo
	+24,7%

	Renta mínima (CC.AA)
	+2,6%


Fuente: Elaboración propia Equipo de Estudios Cáritas a partir datos ORS 2020
Entre aquellas familias que mantienen algún tipo de ingreso, en particular entre los hogares que mantienen sus ingresos provenientes del empleo, estos ingresos han caído un 11% en el caso del empleo formal y un 12% en el informal. Reducciones que no se ven compensadas por los incrementos mucho más moderados en prestaciones o subsidios por desempleo (5,7%) o rentas mínimas (2,6%).
Como consecuencia, la estructura de ingresos de los hogares ha experimentado un notable cambio en el plazo de pocas semanas dejándonos unos hogares más frágiles, con menor capacidad de generación de recursos económicos por la vía del empleo, y más dependientes de las transferencias económicas procedentes de las administraciones y de las organizaciones del tercer sector. 

Así, en la estructura de ingresos agrupados de los hogares, crece el peso de las ayudas de las administraciones que pasa del 38,8% en febrero al 43,6% en abril y disminuyen los otros conceptos. Se observa, por tanto, una preocupante mayor dependencia de los ingresos obtenidos mediante ayudas públicas en las familias atendidas por Cáritas.
La actual crisis ha provocado que uno de cada tres hogares haya caído en situaciones de pobreza severa en la que antes no se encontraban (menos de 370 € mensuales para una persona y menos de 776 € para dos adultos y dos menores). Este incremento del 30% supone que siete de cada diez familias atendidas en Cáritas (67,8%) se encuentren por debajo del crítico umbral de la pobreza severa, lo que significa que hay 1.000.000 de personas atendidas por Cáritas en esta situación extrema. Por otro lado, también se ha incrementado el número de hogares que se encuentran en situación de pobreza relativa (menos de 640 € mensuales para una persona y menos de 1.552 € para dos adultos y dos menores) significando ya el 93,5% de las familias atendidas por Cáritas.
Este escenario y contexto socioeconómico está conduciendo a las familias a graves dificultades para la gestión económica del hogar. La mayoría de los hogares (92,2%) muestran haber sufrido algún tipo de dificultad para conseguir una saneada gestión familiar y solo el restante 7,8 % reconoce que no ha tenido que afrontar ninguna de las dificultades que se muestran en el siguiente gráfico.
Dificultades económicas provocadas por la crisis COVID-19
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Fuente: Elaboración propia Equipo de Estudios Cáritas a partir datos ORS 2020
Así, por ejemplo, la mitad de los hogares admite no disponer de dinero suficiente para pagar la vivienda (49,2%) o para gastos de suministro (51,2%). Asimismo, un 50,2% ha tenido que reducir los gastos de alimentación y en consecuencia no llevar una dieta adecuada. Se ha llegado al extremo de que un 20,2% ha dejado de comprar los medicamentos que necesita. 
Como consecuencia, una gran mayoría de los hogares se ha visto obligada a pedir ayuda económica o de cualquier otro tipo, bien a instituciones (70%), a la Administración pública (54%) o a familiares y amigos (47%). Además, hay un elevado 25% de familias que han solicitado ayuda a las tres fuentes citadas (institución, Administración pública y amigos/familiares) y un 38% que se han visto obligadas a recurrir a dos de ellas.
	Legislación durante crisis COVID-19:



	Ámbito estatal: 

Aprobado por Real Decreto-Ley 20/2020 por el que se establece Ingreso Mínimo Vital
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5493 

Era necesaria la existencia de un suelo mínimo estatal común en todo el territorio de nuestro país, que limitara las inequidades. Este es un objetivo que queda cubierto con el ingreso mínimo vital, al asegurar un mismo derecho efectivo independientemente del lugar de residencia y de los posibles cambios residenciales que se puedan producir. Algo sumamente importante para Cáritas es que este recurso trata de evitar la pobreza severa, dando una especial atención a los hogares con hijos, aunque pierde capacidad protectora en los hogares de las familias más numerosas. 

Déficits encontrados:

· El ingreso mínimo vital excluye a las personas en situación administrativa irregular, a pesar de que la propia Ley Orgánica de Extranjería reconoce su derecho a acceder a prestaciones sociales básicas. Cáritas lamenta profundamente esta grave omisión, porque, como sabemos por nuestro trabajo diario, son personas que viven, trabajan y contribuyen a la sociedad española, y que se encuentran actualmente en situación de gran precariedad. Nos preocupa la situación de las familias migrantes, que van a caer en situación de irregularidad sobrevenida y., en especial, los menores de esas familias que no van a estar protegidos en condiciones de igualdad con otros niños y niñas de nuestro país por el mero hecho de que a sus padres les falta un papel.

· La restricción que detectamos en el acceso a las personas jóvenes. No compartimos que no se pueda acceder al ingreso mínimo a partir de los 18 años, especialmente en el caso de los jóvenes que salen del sistema de protección de menores. Incluso en el caso de que se pueda solicitar a partir de los 23 años, será casi imposible acceder a esta protección dados los requisitos que se exigen, como, entre otros, haber vivido de forma independiente durante 3 años, algo que, en el contexto actual, es sumamente complicado para las personas jóvenes.

· La limitación a dos unidades de convivencia en un mismo domicilio supone desconocer la realidad de muchas familias que, ante la dificultad en el acceso a la vivienda y como estrategia de supervivencia, tienen que compartirla, con lo que superan el límite fijado por el Real Decreto.

· La vinculación que se establece entre el empleo y la obligación de constar como demandante de empleo supondrá que las personas que, por sus especiales circunstancias (enfermedades crónicas, por ejemplo), tengan dificultades de inclusión en el mercado laboral no podrán acceder a la prestación.

· Nos preocupa, asimismo, que se queden fuera de esta prestación las personas que estén residiendo de forma permanente en lugares con financiación pública. Sabemos que hay personas en situación de exclusión que participan en proyectos de inclusión en espacios residenciales y que serían claros destinatarios del ingreso mínimo vital.




	Propuestas políticas de Cáritas Española:

	Respecto al Ingreso Mínimo Vital aprobado (IMV):
· Es esencial que las Comunidades Autónomas mantengan la inversión que actualmente destinan a las prestaciones de garantía de ingresos mínimos autonómicas como prestación económica que pueda complementar el ingreso mínimo vital. De este modo, tanto la cobertura como las cuantías permitirán que las personas puedan salir realmente de la situación de pobreza. Alertamos ante el riesgo que supondría proceder a una desinversión que tendría efectos muy perjudiciales en las personas y familias más vulnerables

· Es necesario racionalizar el sistema de prestaciones para optimizar su impacto, sin que ello suponga una reducción de los fondos destinados a ellas.

· El coste de la vivienda y la inversión que las familias tienen que dedicar al pago de la misma supera el 50% de los ingresos en muchos hogares. Para evitar que el importe de la nueva prestación se destine casi únicamente al coste de la vivienda y de los suministros, el ingreso mínimo vital debe ir acompañado de un complemento de vivienda. Para ello deberá valorarse el modo de hacerlo, que puede ser a través de la complementariedad de las rentas autonómicas; sin ese complemento, la renta mínima es insuficiente para poder hacer frente a las situaciones de pobreza.

· El empadronamiento es condición sine qua non para poder solicitar el IMV. Dado que en la práctica se constatan dificultades para el empadronamiento de muchas personas, las Administraciones están obligadas a facilitar los mecanismos para salvaguardar los derechos de estas personas.

· Hemos alertado en diversas ocasiones de las dificultades de acceso a los sistemas de rentas mínimas autonómicas. El Real Decreto-Ley tiene, en algunos aspectos, una gran complejidad que creemos que va a implicar serias dificultades en la tramitación y acceso a la prestación.

· Asimismo, el Real Decreto-ley deja muchos aspectos sujetos a un desarrollo reglamentario posterior. La forma en cómo se acometa este desarrollo será esencial para dar respuesta a una realidad de exclusión social que es muy compleja y a la que el actual RDL no da respuesta completa. En este sentido, la participación de las organizaciones sociales en la elaboración del desarrollo reglamentario podrá asegurar una mejor y mayor respuesta a la realidad.


Madrid, 19 de junio de 2020
� � HYPERLINK "https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Poverty/VisitSpainSubmissions/32_Caritas_FOESSA_EN.pdf" �https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Poverty/VisitSpainSubmissions/32_Caritas_FOESSA_EN.pdf� Versión en inglés � HYPERLINK "https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Poverty/VisitSpainSubmissions/32_Caritas_FOESSA_SP.pdf" �https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Poverty/VisitSpainSubmissions/32_Caritas_FOESSA_SP.pdf�  Versión en español.


� Avance de resultados a 18 de junio de 2020, Consulta Confederal “Las personas en situación de sin hogarismo (ETHOS A y B) acompañadas por tu Cáritas en 2019 y durante el estado de alarma, Covid-19”. En esta consulta nos referimos, según la tipología ETHOS, a las personas de las categorías A y B (sin techo y sin vivienda/sin hogar).
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